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Se declara abierta la sesión a las 15.00 horas. 

  Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del  

artículo 19 de la Convención (continuación) 

  Informes periódicos quinto y sexto combinados de los Países Bajos (continuación) 

(CAT/C/NLD/5-6) 

1. Por invitación del Presidente, la delegación de los Países Bajos toma asiento en la 

Mesa del Comité como participante en el debate.  

2. El Sr. van Schreven (Países Bajos) hace una descripción general de la estructura 

política del Reino de los Países Bajos, que se divide en cuatro partes, a saber, los Países 

Bajos (integrados por los territorios europeos y las posesiones en el Caribe) y las islas de 

Aruba, Curaçao y San Martín, y añade que es una entidad soberana única con arreglo al 

derecho internacional. Por ello, los tratados internacionales son vinculantes para todos los 

países que constituyen el Reino, aunque cada uno es libre de aplicarlos como le parezca 

oportuno. Algunas de las disposiciones de los tratados son directamente aplicables y no es 

necesaria su incorporación a la legislación nacional. Curaçao y Aruba incorporaron la 

prohibición de la tortura a su legislación nacional en 1995 y 1999, respectivamente. La 

tortura también está prohibida en San Martín. Aruba tiene previsto ratificar el Protocolo 

Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes lo antes posible, mientras que Curaçao está examinando los cambios que 

debe introducir en la legislación penitenciaria para posibilitar la ratificación y San Martín 

todavía está evaluando la aplicabilidad de determinadas convenciones. 

3. El Gobierno ha anunciado su intención de ratificar la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad y está estudiando la posibilidad de adherirse a 

su Protocolo Facultativo. Además, en noviembre de 2012 firmó el Convenio del Consejo de 

Europa sobre Prevención y Lucha contra la Violencia contra la Mujer y la Violencia 

Doméstica, y ha puesto en marcha el proceso de refrendo parlamentario y revisión 

legislativa con vistas a la ratificación del instrumento. En la parte europea del Reino se han 

preparado proyectos de ley contra el matrimonio forzado, la poligamia y la mutilación 

genital femenina, y en la parte caribeña se está estudiando cómo aplicar la Convención en 

función del tamaño de las islas. Se prevé que el proceso pueda durar hasta dos años. 

4. El mandato del Instituto Nacional de Derechos Humanos se limita a la parte europea 

del Reino, y Curaçao ha optado por establecer un instituto propio. La anterior Comisión 

para la Igualdad de Trato se ha integrado en el Instituto Nacional, que ahora es responsable 

del seguimiento y la aplicación de la Ley contra la Discriminación. 

5. En relación con la cuestión del asilo, el orador dice que todos los solicitantes pasan 

por un trámite general que suele durar ocho días, pero que puede llevar más tiempo si hace 

falta una investigación complementaria. En el caso de los trámites más prolongados la 

decisión debe tomarse en un plazo de seis meses. Gracias al período de descanso y 

preparación del que disponen actualmente antes de la tramitación general, los solicitantes 

de asilo tienen más tiempo para sustanciar sus peticiones. Los solicitantes asisten a una 

sesión informativa sobre el trámite y después son entrevistados por un asistente jurídico y el 

Consejo Neerlandés de Refugiados. Los solicitantes de asilo tienen derecho a 12 horas de 

asistencia letrada gratuita y hasta 17 horas en los trámites más prolongados. Las pruebas 

que se encuentren después de rechazada una solicitud podrán presentarse en el recurso de 

apelación y si surgieran pruebas nuevas una vez concluido el primer trámite, podrá 

presentarse una segunda solicitud. Las decisiones se fundamentan en una evaluación 

meticulosa de la necesidad de protección internacional y en un examen médico que solo 

tiene lugar con el consentimiento informado del solicitante. El rechazo de las solicitudes se 

justifica por escrito y puede ser recurrido. 



CAT/C/SR.1147 

GE.13-55830 3 

6. El trámite obedece a los principios del Protocolo de Estambul: en la evaluación de 

las solicitudes se tiene en cuenta la salud física y mental del solicitante, y el personal 

médico y de inmigración recibe una formación especializada. El asilo por causa de tortura 

se concede atendiendo ante todo a la credibilidad del caso, y no en base a constataciones 

médicas. Los permisos de residencia se clasifican a tenor de los motivos generales que 

justifican la protección internacional; así pues, no hay datos sobre las causas específicas de 

la concesión de asilo, como la violencia sexual o la tortura. Las solicitudes de asilo de 

nacionales iraquíes ya no se aceptan automáticamente, debido a los cambios que ha 

registrado la situación en el país; ahora se decide caso por caso según las circunstancias. 

Casi todas las solicitudes de solicitantes sirios se aceptan, salvo las de los partidarios 

activos del régimen de Al Assad. 

7. En los dos últimos años ha habido poco más de 20.000 devoluciones anuales, y entre 

ellas unas 6.000 devoluciones forzosas. Muchos proyectos administrados por 

organizaciones no gubernamentales brindan asistencia a las personas cuya solicitud de asilo 

ha sido rechazada, para facilitarles el regreso a su país de origen. Quienes pese a intentarlo 

no logran regresar voluntariamente a su hogar por motivos ajenos a su voluntad, pueden 

obtener la residencia en los Países Bajos. La devolución forzosa es la única alternativa al 

regreso voluntario, pero recientemente se han adoptado medidas para evitar la detención de 

los que se niegan a abandonar el país. Los migrantes extranjeros no pueden pasar más de 18 

meses detenidos ni pueden ser detenidos más de una vez. Quien se persona en la frontera 

pero no cumple los requisitos de inmigración no puede entrar en el país y es detenido. 

Cuando se presenta una solicitud de asilo en la frontera, se pone en marcha el trámite 

general de asilo y la detención prescribe ocho días después, siempre que se haya aprobado 

la fundamentación de la solicitud. Los centros de detención de migrantes se diferencian de 

las prisiones convencionales en que no brindan oportunidades de trabajo ni formación, 

puesto que el objetivo no es rehabilitar a la población migrante detenida. Los niños 

migrantes pueden ser devueltos a sus países de origen si allí cuentan con el apoyo 

adecuado. De lo contrario pueden reunir las condiciones necesarias para obtener un permiso 

de residencia en los Países Bajos. En marzo de 2011 se empezó a aplicar una política que 

limita la detención de niños migrantes a circunstancias muy específicas.  

8. La Sra. Baars (Países Bajos) dice que el Gobierno de Aruba está estudiando la 

posibilidad de establecer un instituto de derechos humanos independiente en un futuro 

próximo. Entretanto, el Comité Intergubernamental de Derechos Humanos es el órgano 

encargado de presentar informes sobre la situación de los derechos humanos en Aruba, así 

como de celebrar consultas con el Gobierno y de sensibilizar a la población. Aunque desde 

2010 ha aumentado el número de solicitudes de asilo, no ha habido ningún caso de 

detención o devolución forzosa de solicitantes. 

9. La Sra. Hato-Willem (Países Bajos) dice que en Curaçao los regímenes de 

detención varían bastante entre los detenidos extranjeros y los delincuentes comunes. Los 

extranjeros que no sean sospechosos de haber cometido un delito, cuyo período de 

detención preventiva haya prescrito o que hayan cumplido su pena, pueden ser trasladados 

a un centro recién remodelado para migrantes en situación irregular. Allí no permanecen 

más de dos días por término medio antes de regresar a su país de origen. En este centro no 

hay un programa de actividades, pero hay períodos de asueto para los internos. 

10. El Sr. van Schreven (Países Bajos) explica, en relación con las preguntas 

formuladas por el Comité acerca de las cárceles, que la detención preventiva se ajusta a una 

serie de normas muy estrictas, que su duración no ha de ser superior a la de una posible 

pena privativa de libertad y que por lo general no pasa de los seis meses. Además, el plazo 

para formular los cargos es de 102 días. En 2013 se presentarán al Parlamento varias 

propuestas para ofrecer más alternativas a la detención preventiva, ideadas en colaboración 

con el poder judicial. En 2012 se inició un programa para reducir la duración media de las 
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actuaciones penales y favorecer la agilización de los trámites judiciales para los delitos 

cometidos en espacios públicos, como el vandalismo, o contra funcionarios públicos. 

11. Gracias a un acuerdo concertado entre Bélgica y los Países Bajos, los delincuentes 

belgas pueden cumplir sus condenas en la cárcel de Tilburg, bajo jurisdicción belga y con 

sujeción al derecho de Bélgica. Se adoptarán medidas para reducir el censo de reclusos y el 

número de incidentes violentos en dicho centro, como la separación de los presos 

vulnerables y el traslado de reclusos a otras penitenciarías belgas con carácter voluntario. 

12. En relación con las condiciones carcelarias en los territorios de ultramar, el orador 

dice que en octubre de 2010 los Países Bajos asumieron la jurisdicción sobre los tribunales 

y los centros correccionales de las islas de Bonaire, San Eustaquio y Saba. Se están 

tomando disposiciones para adaptar la cárcel de Bonaire a la normativa internacional, 

consistentes  por ejemplo en ampliar su capacidad, contratar y formar a suficiente personal, 

separar a los menores de los adultos, prestar servicios de atención psicológica en una 

unidad especializada, impartir clases de alfabetización, prestar servicios médicos, organizar 

actividades recreativas y elaborar protocolos operativos. En la cárcel de San Martín no hay 

problemas de hacinamiento ni se han registrado casos de malos tratos, y los reclusos son 

conscientes de sus derechos. De hecho, existe una asociación de presos que ejerce labores 

de mediación entre los reclusos y las autoridades penitenciarias. Existe asimismo un 

consejo independiente y un comité de supervisión constituidos por los directores de los 

establecimientos penitenciarios de las Antillas neerlandesas, que supervisan las condiciones 

carcelarias y presentan informes al respecto. 

13. La Sra. Baars (Países Bajos) dice que en Aruba el Gobierno supervisa las 

condiciones de detención para comprobar que sean conformes con las normas del Comité 

Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o 

Degradantes. Un inspector informa al Ministro de Justicia y Educación, y dos expertos 

redactan un informe anual sobre el estado de la cuestión para el director de la cárcel de 

Aruba. A 27 de marzo de 2013, el censo de reclusos de este establecimiento ascendía a 249 

personas. Se alienta a los delincuentes juveniles a proseguir sus estudios. Existe un 

protocolo escrito para la prevención de los malos tratos a los reclusos, en el que figura el 

nombre de un miembro del servicio médico encargado de los contactos, al que los presos 

pueden presentar sus quejas. Hasta la fecha no se ha formulado ninguna queja oficial. 

14. La Sra. Hato-Willem (Países Bajos) observa que, con arreglo al Código de 

Procedimiento Penal de Curaçao, la detención preventiva no puede tener una duración 

superior a la pena privativa de libertad, y se deduce de esta. Las condiciones para la 

prolongación de una detención preventiva son más exigentes con cada nueva solicitud. Los 

sospechosos pueden solicitar en cualquier momento la suspensión o el término de la 

detención preventiva y tienen la posibilidad de recurrir las decisiones favorables a la 

prolongación. 

15. Se han introducido varios trámites alternativos para reducir o eliminar el uso de la 

detención preventiva. En la llamada causa de Hato, varias personas sospechosas de 

contrabando de droga, detenidas en el aeropuerto de Hato, recibieron una citación allí 

mismo y el juicio se fijó para un mes después. En algunos casos se confiscaron los 

pasaportes. Además, las autoridades de los Países Bajos y Alemania son advertidas cuando 

personas sospechosas de contrabando de drogas emprenden el viaje de Curaçao a estos 

países. Las sesiones HuRa son una modalidad introducida en 2012 por la Fiscalía Pública 

para juzgar delitos leves, con resultados por lo general rápidos. En abril de 2013 empezó a 

aplicarse un nuevo procedimiento judicial de urgencia para juzgar delitos sancionables con 

un máximo de un año de prisión. En el próximo Código de Procedimiento Penal, que aún se 

está redactando, figurarán más restricciones al uso de la detención preventiva. 
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16. La policía local solo graba en vídeo sus entrevistas con las personas sospechosas de 

haber cometido un delito grave. Todas las partes en el proceso penal tienen acceso a estas 

grabaciones. 

17. El correccional Sentro di Detenshon i Korekshon Kòrsou tiene capacidad para 730 

personas y actualmente acoge a 450 reclusos. Los delincuentes juveniles y los menores de 

24 años de edad están recluidos por separado de los delincuentes adultos. Se está 

construyendo un centro de detención para delincuentes juveniles cuyos principales 

objetivos son la educación y la rehabilitación. En 2006, se introdujo un programa 

socioeducativo obligatorio para estos delincuentes. 

18. El Sr. van Schreven (Países Bajos) dice que los tratamientos forzosos y la coerción 

en las instituciones de salud mental se utilizan como recurso de última instancia, y que se 

desaconseja firmemente el confinamiento solitario. El Parlamento está examinando un 

proyecto de ley sobre la atención obligatoria de la salud que permite el tratamiento a 

domicilio, refuerza la posición jurídica de las personas con discapacidad mental y atribuye 

prioridad a las formas de tratamiento menos invasivas. 

19. Tanto menores como adultos tienen derecho a la asistencia letrada antes de su 

primera entrevista de importancia con la policía. Los menores también tienen derecho a ser 

asistidos durante la propia entrevista. El proyecto de ley sobre la asistencia letrada está 

suspendido en espera del resultado de las negociaciones con la Unión Europea sobre la 

directiva referente a esta cuestión. Con arreglo al proyecto de ley, las autoridades pueden 

denegar la asistencia letrada a un sospechoso si ello pudiera demorar el interrogatorio en 

una situación excepcional, como en caso de peligrar la vida de rehenes. Después el 

sospechoso puede impugnar el fallo y los tribunales pueden decidir no admitir como prueba 

testimonios dados sin la presencia de un letrado. El Gobierno entiende que quienes no están 

detenidos no tienen derecho a asistencia letrada. Las personas acusadas o detenidas en los 

territorios de ultramar tienen derecho a la asistencia de un abogado. 

20. Los menores no acompañados que solicitan asilo y puedan ser víctimas de la trata se 

alojan en refugios cerrados por su propia seguridad, en los que permanecen hasta que se 

decide cómo tramitar su solicitud, y, en caso de que se acepte, se les prepara para su 

integración en la sociedad neerlandesa. 

21. No existe ninguna evaluación de los resultados de la formación de los funcionarios 

en materia de derechos humanos. Sin embargo, sí existe un estudio sobre el personal 

penitenciario que refleja el buen trato que los funcionarios de prisiones prodigan a los 

reclusos y la importancia que los funcionarios conceden al respeto de los derechos 

humanos. Las autoridades consideran más importante que las fuerzas del orden sean 

capaces de dar una aplicación práctica a la formación recibida en materia de derechos 

humanos, que su conocimiento de determinados tratados y protocolos internacionales. 

Actualmente, solo las patrullas de detención emplean pistolas eléctricas, pero se está 

estudiando un plan piloto para facilitar su uso a la policía en general. 

22. Cuatro organismos operan como mecanismos nacionales independientes de 

prevención. La Inspección de Seguridad y Justicia es uno de ellos y se ocupa de la 

coordinación. El hecho de que la Inspección, y por tanto los demás mecanismos, dependan 

del Ministerio del mismo nombre no limita en modo alguno su independencia. Su mandato 

abarca la parte caribeña de los Países Bajos. 

23. En San Martín, agentes especialmente formados combaten la violencia penitenciaria, 

cuando es preciso en cooperación con la policía. El último motín de presidiarios tuvo lugar 

a principios de 2012. Además, hay toda una serie de programas educativos para los 

detenidos menores de edad. 
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24. La Sra. Baars (Países Bajos) dice que el mismo grupo de expertos que produjo la 

versión revisada del Código Penal que fue aprobada en el Parlamento está revisando el 

Código de Procedimiento Penal de Aruba. La presentación al Parlamento de la versión 

revisada de este instrumento está prevista para finales de 2013. 

25. En Aruba, toda persona detenida tiene acceso a un abogado a partir del momento en 

que queda privada de libertad. Los menores y las personas acusadas de delitos graves no 

pueden renunciar a ese derecho. En Aruba hay suficientes abogados para cubrir la demanda. 

Los que no pueden pagarse un abogado son atendidos por un abogado designado de oficio. 

En Aruba la grabación de las entrevistas policiales en caso de delito grave está muy 

recomendada, y los vídeos resultantes están a disposición de los jueces y los acusados. 

26. En Aruba no existe una evaluación oficial de los cursos de formación impartidos al 

personal policial y penitenciario. El Organismo de Investigación de la Función Pública es 

una entidad independiente que investiga las denuncias de irregularidades policiales, y la 

Junta de Inspección Penitenciaria, que está presidida por un miembro de la judicatura, 

atiende a las quejas de los presos.  

27. Aunque Aruba no es conocida como lugar de destino para el turismo sexual, las 

autoridades son sensibles a este tema y se ocupan de la prevención de la trata y la 

explotación sexual infantil. 

28. El Sr. Bruni (Relator para el país) pregunta si es necesario introducir cambios 

legislativos antes de que entre en vigor el Protocolo Facultativo en Curaçao y Aruba. 

También pregunta si estos territorios tienen mecanismos nacionales de prevención propios 

y si la parte caribeña de los Países Bajos estaría comprendida en el ámbito de una 

institución nacional de derechos humanos. Dada la ausencia de iniciativas para documentar 

la jurisprudencia en relación con los motivos para la concesión de asilo, el orador pregunta 

cómo se fundamenta la no devolución. Pide a la delegación que haga observaciones sobre 

las afirmaciones según las cuales las autoridades no han investigado como es debido el uso 

excesivo de la fuerza y la represión en algunos casos de devolución forzada de extranjeros. 

29. El orador pregunta por qué los solicitantes de asilo permanecen en sus celdas 16 

horas al día si no han cometido ningún delito y si las personas en detención preventiva 

durante el período máximo de 102 días son puestas en libertad al ampliarse este plazo. 

Habría que traducir el reglamento de las cárceles para los reclusos que no hablen holandés. 

El orador pregunta si es cierto que está previsto cerrar 11 de los 29 centros penitenciarios 

existentes y si este hecho no podría provocar situaciones de hacinamiento y violencia. 

30. El orador desea saber si un abogado de oficio puede representar provisionalmente a 

los sospechosos en los casos excepcionales en que no parezca posible proporcionar de 

inmediato la asistencia jurídica solicitada. Por último, el orador solicita a la delegación que 

cite ejemplos de funcionarios públicos que hayan sido condenados por actos de tortura o 

malos tratos. 

31. La Sra. Belmir (Relatora para el país) insiste en sus preguntas sobre la detención de 

los solicitantes de asilo hasta que se determina que son menores y desearía saber si las 

consideraciones de derechos humanos son parte integrante de la política gubernamental. Es 

importante que el Comité conozca los efectos de la formación de las fuerzas del orden en el 

trato que dan a los sospechosos y los detenidos. 

32. El Sr. Mariño Menéndez quisiera saber si los tratados internacionales en que son 

parte los Países Bajos se aplican en todos los territorios del Estado parte, y si un territorio 

puede presentar una reserva por su cuenta. También desea saber cómo funcionan los 

mecanismos para solicitar una indemnización cuando ha habido malos tratos por parte de 

funcionarios. El orador pregunta si las personas interrogadas que no están detenidas son 

informadas de su derecho a guardar silencio. 
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33. El Sr. Tugushi dice que el Comité agradecería recibir seguridades en el sentido de 

que el escasísimo número de solicitantes de asilo que llegan a Aruba no es debido a 

insuficiencias del sistema que puedan dificultar su acceso a los trámites para obtener de 

asilo. El Comité desearía ver cifras concretas sobre la duración de la estancia de los 

solicitantes de asilo y los migrantes en situación irregular, y no solo promedios. 

34. La Sra. Gaer, en relación con la respuesta del Estado parte a la pregunta 17 de la 

lista de cuestiones del Comité, se dice sorprendida por la inexistencia de estadísticas 

desglosadas sobre el origen étnico de los miembros de la población penitenciaria, y 

pregunta si no hay estudios oficiosos u otros indicadores que puedan servir para esclarecer 

esta cuestión. 

35. La Sra. Sveaass pide a la delegación que comente los cambios introducidos en el 

sistema llamado TBS (ter beschikking stellen), que prevén cuidados y castigos más severos 

para los pacientes de los centros psiquiátricos forenses. ¿Porqué en los Países Bajos hay un 

número de plazas para el internamiento psiquiátrico más alto que el de otros muchos 

países? ¿Hay planes para reducir el número de plazas hospitalarias a cambio de dedicar más 

atención a los servicios sociales y a los cuidados comunitarios? La oradora solicita más 

información sobre las “directrices aplicables” a la administración de tratamientos forzados 

y el uso de la coerción, la represión y el confinamiento solitario en los centros de salud 

mental. También quiere saber si el mecanismo nacional de prevención visita los hospitales 

psiquiátricos y qué dicen a este respecto sus informes. Insiste en su solicitud de 

información sobre las investigaciones relativas al caso Brandon y pide que se le aclaren los 

informes internos según los cuales en cada institución reciben un trato similar entre 10 y 15 

personas con una discapacidad intelectual. 

36. El Presidente, en su calidad de miembro del Comité, expresa su inquietud por las 

elevadas tasas de detención de extranjeros indocumentados. También encuentra 

preocupante que pueda procederse a la detención preventiva sin aducir motivos concretos. 

Solicita aclaraciones sobre la información de que, en la práctica, los solicitantes de asilo 

solo tienen acceso a un abogado el día antes de su primera entrevista. 

37. El Sr. Bruni (Relator para el país) pregunta si después de la presentación del 

informe del Estado parte se han dado casos de enjuiciamientos y condenas de funcionarios 

públicos por malos tratos, y, de ser así, cómo se ha indemnizado a las víctimas. También 

solicita aclaraciones sobre la relación existente entre la Inspección de Instituciones de 

Detención y el mecanismo nacional de prevención. Pide ejemplos de investigaciones del 

Organismo de Investigación de la Función Pública en Aruba. El orador vuelve a preguntar 

si las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos de las Naciones Unidas son parte 

de la formación impartida a los funcionarios de prisiones en Curaçao, y si el Protocolo 

Facultativo de la Convención contra la Tortura es aplicable en Aruba y Curaçao. 

38. La Sra. Belmir (Relatora para el país) quiere saber qué tribunal tiene la primacía en 

los procedimientos relativos al asilo. Pregunta si existe una disposición jurídica que 

requiera un proceso resolutorio a dos niveles para la administración de tratamientos y 

medicación a pacientes psiquiátricos, así como si hay un sistema de recurso contra posibles 

abusos o excesos. 

39. El Sr. van Schreven (Países Bajos) dice que actualmente el ámbito de actuación del 

Instituto Nacional de Derechos Humanos se limita a los Países Bajos, pero que quizá se 

amplíe a los territorios del Caribe en el futuro. Todo individuo tiene derecho a un abogado 

y a la asistencia letrada gratuita, cuando proceda. Es posible comenzar un interrogatorio en 

ausencia de un abogado siempre que las circunstancias sean excepcionales, por ejemplo en 

las situaciones en las que hay rehenes o en los casos de violación o terrorismo, pero todo lo 

que se diga durante esos interrogatorios no se podrá utilizar contra el acusado. 
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40. La Sra. Schild (Países Bajos) dice que los Países Bajos han ratificado el Protocolo 

Facultativo de la Convención contra la Tortura en 2010, cuya aplicación se limita a la parte 

europea del Reino. 

41. La Sra. Philipps (Países Bajos) dice que la entidad con potestad legal internacional 

es el Reino de los Países Bajos, que ratifica los instrumentos internacionales de derechos 

humanos en nombre de todos los países del Reino. No obstante, en caso de que la 

legislación necesaria para dar efecto a un tratado a nivel nacional no exista en las islas del 

Caribe, la parte europea del Reino procederá a la ratificación en nombre de la parte europea 

y más adelante se ratificará el instrumento en nombre de las demás partes. Curaçao está 

pendiente de algunas enmiendas de la legislación relativa al sistema penitenciario para 

proceder a la ratificación. Curaçao forma parte del Reino de los Países Bajos y en esta 

condición es parte en varios tratados de derechos humanos aprobados por el Consejo de 

Europa, así como en muchos de los instrumentos de derechos humanos de las Naciones 

Unidas. 

42. El Sr. van Schreven (Países Bajos) dice que, de acuerdo con el sistema TBS, las 

personas con problemas psicológicos son objeto de un tratamiento y rehabilitación 

completos que posibilitan su reinserción en la sociedad cuando estén preparadas para ello. 

El caso Brandon supuso una conmoción para la nación y provocó un cambio en la manera 

de aproximarse al paciente psiquiátrico. 

43. La Sra. Croes (Países Bajos) dice que las observaciones sobre la situación del 

Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura en Curaçao también son 

aplicables a Aruba. En Aruba se están examinando varias enmiendas en la legislación. 

44. El Sr. van Schreven (Países Bajos) dice que se hacen pruebas para determinar si los 

que piden asilo afirmando que son menores de edad tienen efectivamente la edad que dicen. 

Esas pruebas se realizan con la mayor rapidez posible para que los menores estén detenidos 

un mínimo de tiempo; además, no puede efectuarse su traslado a otro lugar hasta que se 

determine su edad. 

45. El Sr. Hoogendoorn (Países Bajos) dice que las decisiones judiciales constituyen la 

jurisprudencia en las actuaciones relacionadas con la concesión de asilo. Todas las 

denuncias de devoluciones forzadas se examinan exhaustivamente, y el resultado de las 

investigaciones se comunica a las personas afectadas. Es cierto que los extranjeros 

detenidos permanecen en sus celdas 16 horas al día, pero se considerará la posibilidad de 

introducir enmiendas para crear un régimen más abierto en 2013, cuando se prepare el 

nuevo marco jurídico de la detención de extranjeros. De ordinario los solicitantes de asilo 

pueden consultar dos veces con un abogado antes de su primera entrevista. 

46. La Sra. Schild (Países Bajos) observa que los derechos humanos forman parte del 

proceso legislativo y los funcionarios públicos deben informar sobre el grado en que la 

legislación propuesta respeta las normas y las obligaciones de los Países Bajos en materia 

de derechos humanos. Las víctimas de malos tratos por parte de la policía pueden recurrir a 

los tribunales civiles para obtener una indemnización, y el Gobierno procede al seguimiento 

de las denuncias presentadas. Aunque la prostitución es legal, la prostitución forzada y la 

explotación con fines sexuales están prohibidas por el Código Penal. 

47. La Sra. Philipps (Países Bajos), en respuesta a la petición de ejemplos de 

enjuiciamientos y condenas de funcionarios públicos en casos de malos tratos, dice que dos 

agentes de policía fueron enjuiciados y declarados culpables de actos de tortura en Curaçao 

en 2008; un agente de policía fue declarado culpable de malos tratos en marzo de 2013, y el 

22 de mayo de 2013 tres agentes de policía serán juzgados bajo acusación de tortura. La 

oradora confirma que la formación impartida al personal penitenciario y a las fuerzas del 

orden en Curaçao tiene en cuenta las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos de 

las Naciones Unidas. 
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48. La Sra. Dreessen (Países Bajos) dice que, debido a la legislación vigente en lo 

relativo a la privacidad, no es posible acceder a datos sobre el origen étnico de la población 

carcelaria; no obstante, según un desglose por países de origen, en 2011 cerca del 55% de 

los reclusos habían nacido en la parte europea de los Países Bajos, el 7,4% en la parte 

caribeña del Reino, el 7,3% en Suriname, el 5% en Marruecos y el 3% en Turquía. En 

cuanto a la afirmación de que no existe la obligación de justificar con motivos específicos 

la detención administrativa, la oradora dice que los tribunales están obligados por ley a 

fundamentar sus decisiones, que además pueden ser impugnadas. Todas las instituciones 

pertenecientes al sistema TBS disponen de un mecanismo de quejas propio e independiente. 

49. El Sr. Bruni pide a la delegación que confirme si, como se ha informado, está 

previsto cerrar 11 de las 29 prisiones existentes en el Estado parte, lo que agravaría el 

hacinamiento en los restantes centros. 

50. La Sra. Dreessen (Países Bajos) dice que el plan maestro prevé el cierre de varias 

cárceles, pero se encuentra aún en fase de planificación, por lo que el Parlamento no lo ha 

examinado todavía. La población carcelaria disminuye constantemente y el plan consiste en 

reducir de forma gradual el número de plazas penitenciarias de la cifra actual de 11.000 a 

unas 10.000, transformando celdas individuales en celdas para 2 reclusos siempre que sea 

posible. Otra medida en examen consiste en utilizar grilletes electrónicos para la detención, 

lo que permite que la persona salga a trabajar de día, permaneciendo en su casa de noche 

con la prohibición de salir. Los Países Bajos están estudiando la posibilidad de subcontratar 

la gestión de las cárceles a proveedores privados bajo supervisión estatal, pero se trata de 

un plan en fase incipiente. 

51. La Sra. Hato-Willems (Países Bajos) dice que en Curaçao no puede interrogarse a 

ningún sospechoso si su abogado no está presente, y que todos los sospechosos son 

informados de sus derechos. Las únicas personas que pueden ser interrogadas en ausencia 

de un abogado son los testigos. 

52. El Presidente agradece al Estado parte la meticulosa preparación de su informe y 

las respuestas dadas a las preguntas del Comité, así como el diálogo franco y abierto que ha 

enriquecido la visión del Comité sobre la situación en los Países Bajos. 

Se levanta la sesión a las 17.50 horas. 


